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hacer también justicia 4 México, tan poco conocido por los
fordneos escritores.

Ocho afios antes de que se promulgara el Cédigo de Italia
fué sancionada nuestra Constitucién politica, en cuyo art. 33
quedd asegurada la igualdad completa de derechos entre me-
xicanos y extranjeros. Si se recuerdan las tristes circunstan-
cias por que atravesaba la Reptblica en aquellos dias; las exi-
gencias abusivas que con ella habfan tenido los que en ella
encontraran nueva patria, ya provocando hipdcritamente la
segregacion de Texas, ya trayendo con toda ostentacién la pri-
mera guerra de Francia, se estimard en su legitimo valor el
mérito de nuestros legisladores, que supieron sobreponerse 4
las preocupaciones é intereses del momento, rindiendo home-
naje 4 la justicia.

Honor 4 los constituyentes mexicanos que cooperaron con
su grano de arena al reconocimiento de la igualdad del hom-
bre, al estrechamiento de la fraternidad universal y al triunfo
del principio de la nacionalidad.

Termino, sefiores, ddndoos las gracias por la bondad con
que me habéis oido y haciendo votos por el progreso de la
ciencia juridica que prepara progresos indecibles en toda so-
ciedad y en todo gobierno.

La tendencia actual sigue siendo asimilar la idea politica que
representa el Estado, 4 la idea moral que significa la nacio-
nalidad, € igualar los derechos del extranjero 4 los del regni-
cola. Ojald llegue el dia en que no haya Estados que no sean
verdaderas Naciones, como que no se cuente Nacién alguna
que no sea Estado soberano, y que no existan fronteras en el
mundo entero que marquen diferencia entre los derechos in-
dividuales de todos los hombres!
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LA DIFAMACION Y LAS PERSONAS MORALES.

Las Sociedades mercantiles no pueden ser injuriadas ni difamadas.—No hay difamacién
cuanco se examina y critica el balance de una Sociedad anénima,

La ejecutoria del Tribunal Supremo de Justicia del Estado
de Zacatecas, que publicamos en seguida, revocando el auto
de prisién, dictado coutra el Sr. Carlos Valle, acusado del de-
lito de difamacién por “La Mexicana,” Compatfiia anénima de
Seguros sobre la Vida, es digna de figurar entre las resolu-
ciones que por su trascendencia establecen y afirman la inter-
pretacidn sana y legitima de las disposiciones del Cédigo
Penal.

El principio sostenido en dicha resolucién de que las So-
ciedades anénimas, como personas morales, no pueden inten-
tar la accién difamatoria ni la de injurias, no es nuevo en
nuestra jurisprudencia. Ya los tribunales de Jalisco, entre
otras resoluciones, tienen la que en 26 de Agosto de g1 pro-
nunci6 el Juzgado 3° de lo Criminal de Guadalajara, declarando
4 los Ayuntamientos incapacitados para el ejercicio de esas
acciones, funddndose en que en el desempefio de sus funcio-
nes, todos sus actos llevan el cardcter de piblicos; y aunque
en el Distrito Federal, tratindose de estas corporaciones, to-
davia no se ha llegado hasta ese grado, puesto que los jueces
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han dado entrada 4 las acciones intentadas por esos capitulos,
si puede decirse que tratindose de Sociedades mercantiles es
uniforme la jurisprudencia que niega 4 dichas entidades juri-
dicas las acciones de difamacién y de injurias. Como una de
las mds recientes podemos citar la resolucién del Juzgado 2°
Correccional, que declaré improcedente la acusacién intentada
por la negociacién comercial “La India,” contra el conocido
diario el “Universal,” con motivo de un articulo de este pe-
riédico que el gerente de la citada Sociedad juzgaba difama-
torio para la negociacién que representaba. *

Las razones poderosas que la resolucidén del Tribunal de
Zacatecas trae en su apoyo, y los razonamientos indestructi-
bles que sobre el mismo tema aducen en sus respectivas opi-
niones, que hoy publicamos también, los conocidos juriscon-
sultos Rabasa y Pallares, asi como el perito en leyes D. A.
Ferndndez Pinto, nos autorizan para felicitar sinceramente, co-
mo lo hacemos, al ilustrado Tribunal de Zacatecas, por el
acierto y justificacién con que procedié en la ejecutoria que
insertamos.

VoMIC

I En lamisma fecha (Noviembre 6 de 1894) vistas estas diligencias y teniendo en considera-
cidn: 12 que elarticulo denunciado del periddico **El Universal” ha sido enderezado en con-
tra de la negociacién comercial “La India” y no en contra del querellante D. Enrique Benei-
tez 6 determinada persona; 2 que el suscrito Juez estd en el caso, por ordenarlo asi el articu-
1o 182 del Cddigo de la materia, en consonancia con el’precepto claro y terminante del articu-
lo 14 constitucional, de aplicar exactamente laley; 3° que en vista de lo actuado, es incon-
euso gue no se trata en esta averiguacidn de hechos de los que mencionan los articulos 64z y
643 del Cédigo Penal, sino de los 4 que se refiere el g27 de la propia ley, que dice: “El que
poniendo en préctica alguno de los medios de que habla el articulo anterior (divulgando he-
chos falsos ¢ calumniosos, & valiéndose de cualquier otro medio reprobado) hiciere perder el
crédito 4 alguna casa de comercio, serd castigado con la pena de tres meses de arresto 4 tres
afios de prisién y multa de trescientos 4 tres mil pesos, sin perjuicio de la responsabilidad ci-
vil; y si no resultare dafio «lguno, la pena se redueird 4 la mitad;” y 42 que siendo esto as{,
se puede afirmar sin vacilacién que nohay en las presentes diligencias delito de parte que per -
seguir, y por lo que respecta al descrédito dela negociacidén “‘La India” de que se queja Don
Enrique Beneitez, parece debido deducir testimonio de lo conducente ¥ consignarlo al Minis-
terio Piiblico en turno para que, si 10 estima de justicia, haga la consignacién que correspon-
de por tratarse de un asunto de los que se persiguen de oficio.

Por lo expuesto, y con apoyo en los articulos invocados que se dan por reproducidos en es-
te lugar, y en lo ordenado por el 246 del Cédigo de Procedimientos Penales, el Juez Segundo
Correccional, Licenciado Manuel Olivera Toro, resolvié: 12 No hay delito de parte que per-
seguir en las presentes diligencias. 22 Procédase como se expresa en el considerando final
de esta resolucién. 32 Devuélvase al querellante la escritura que exhibié, previa toma de
razén; y 4° Hadgase saber y en su caso archivese esta averiguacidn.

LA DIFAMACION Y T.AS PERSONAS MORALES.

Opinién del Lic. Emilio Rabasa.

Noviembre 12 de 1894.
Sr. Lic. Victor M. Castillo.

Muy estimado amigo:

Creo sencilla y clara la resolucién de la consulta que se ha
servido vd. hacerme.

El Sr. D. Carlos Valle, representante de la Compaiifa de
Seguros “La Mutua,” en Zacatecas, publicé en la misma ciu-
dad un suelto en que reproduce y comenta el Balance que de
sus operaciones en 1893 publicé la Compaiifa ‘‘La Mexicana,”
dedicada al mismo negocio. El abogado de ésta, considerando
que los comentarios de Valle tuvieron por objeto arrebatar
los negocios 4 “La Mexicana,” y considerando difamada 4 es-
ta Compafifa acusé de difamacién 4 Valle iniciando previa-
mente el juicio conciliatorio, sin que éste pudiera llegar 4 un
resultado favorable.

No hay necesidad de entrar al examen enteramente con-
creto del caso, investigando si las palabras empleadas por Va-
lle en sus comentarios son realmente difamaterias. Cuestiones
de un orden mis elevado surgen desde luego, cuya solucién
hace innecesario el estudio directo del caso y estas son las
que voy 4 proponerme; pero antes debo hacer una conside-
racidn general de suma importancia.

La accién de difamacién procede sean ciertos & falsos los
hechos atribuidos al quejoso; ninguna prueba es admisible
para demostrar la verdad de aquellos; de suerte que si tal ac-
cién fuera ejercitable por las negociaciones comerciales cuan-
do se tratara de su crédito, del estado de sus negocios, del
resultado de tal 6 cual operacién, habria que convenir en que

la legislacién penal, por amparar al comercio bueno é malo,
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dejaba desamparada 4 la sociedad, que no debia tener noticia
de la situacién de los negociantes con quienes de continuo
trata y en cuya solvencia y estabilidad descansan tantos y tan
valiosos intereses. El medio comiin de informacién, el que nos
sirve para el conocimiento diario de las condiciones en que
vivimos, la prensa, quedaria nulificado en este punto esencial,
pues no podria, sin tropezar con la accién de difamacién, no
digo ya dar noticia del mal estado de una negociacién, ni si-
quiera referir lo ya ocurrido. No podria decir que tal casa ha-
bia quebrado, pues aunque cierto el hecho, caer{a bajo la pres-
cripcién penal; no podria referir que la casa tal habia recibido
mercancias adulteradas y puéstolas en veata, porque también
se difama con la verdad, ni podr{a decir que el comerciante
H. habia sido demandado por falta de pago de una letra, por-
que esto rebajarfa el crédtio del negociante; no podria decir
nada con relacién 4 empresas teatrales, ni 4 las condiciones
de un hotel, ni al servicio de una fonda; porque aun demos-
trando la verdad de sus afirmaciones, no lograria escapar 4 la
pena de la difamacién que se comete atribuyendo hechos cier-
tos 6 falsos.

Si esto fuera verdad en nuestra legislacién penal, habria
que empefiarse en conseguir la reforma de tan absurdas dis-
posiciones; pero afortunadamente, no hay en ella tal mons
truosidad.

Por el extremo ,opuesto, no serfa menos monstruoso que
el crédito mercantil estuviese 4 merced de todo el que qui-
siera atacarlo, y que la buena fama adquirida por un comer-
ciante 4 costa de trabajo y de tiempo, pudiera ser destruida
en un momento en la conversacién de un corrillo é en la ga-
cetilla de un periédico. Lo que demanda la justicia para que
cada cual responda de sus obras y reporte sus consecuencias;
lo necesario para que impere la verdad siempre saludable pa-
ra la vida social, es que las negociaciones mercantiles ni sean
inviolables ni estén desamparadas; que pueda decirse de ellas
toda la verdad, pero nada mds que la verdad; que los que les
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atribuyen hechos ciertos no sean castigados, aun cuando de
ello reporten aquellos perjuicios; que los que les atribuyen he-
chos falsos, sufran una pena, aun cuando no lleguen 4 dafiar-
las. En una palabra, que no puedan ejercitar la accién de di-
famacién, pero que tengan otra que las garantice contra ata-
ques gratuitos € injustificados.

Pues bien; esto que es lo justo y lo conveniente, es preci-

samente lo que dispone nuestra legislacién penal, como vamos
a verlo.

I. La accién de difimacién no puede ejercitarse por las So-
ciedades comerciales.

La opinida contraris se funda en que el art. 642 del Cédi-
go Penal, se refiere 4 personas, y que las Sociedades mercan-
tiles son personas morales. Hay que comenzar por destruir
este error.

La personalidad moral que la ley civil concede 4 las Socie-
dades, significa slo que “tienen entidad juridica” (artfculo 38
Céd. Civ.), y que en consecuencia “pueden ejercer todos los
derechos civiles relativos 4 los intereses legftimos de su insti-
tuto” (art. 40 Céd. cit.) De aqui que, gozando del dereciio ci-
vil de propiedad puedan cometerse contra ellas los delitos de
robo, despojo, estafa, y en general, todos los delitos contra la
propiedad, y también de aqui que ellas puedan acusar y per-
segulr 4 sus autores.

Pero esa personalidad moral que sélo les da entidad juri-
dica y no entidad mzvferial, no puede ser afectada por ningu-
no de los delitos contra las personas, que se enumeran en el
tit. I, lib. III del Cédigo Penal: golpes, homicidio y lesiones,
plagios, etc.; enumeracién en que el Cédigo Penal ensefia bien
que llama personas 4 las personas reales y que nunca compren-
de bajo esa denominacién 4 las que el formalismo del Dere-
cho Civil llama personas morales.

Sentado, pues, que la gersona moral es una ficcién del De-
recho Civil, que sélo se refiere 4 los derechos civiles, y que
el Derecho Penal, que no admite ficciones, no habla de per-
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sonas que no sean verdaderas, reales 6 individuales, veamos
qué clase de delito es la difamacién. :
El tit. IV que sigue al citado en el Cédigo Penal, lleva el
rubro de “Delitos contra la reputacién;” pero aunque en titulo
aparte, pertenecen éstos 4 los delitos contra las personas, por-
que sblo las personas pueden tener reputacién. El Dicciona-
rio de la Academia Espafiola define la reputacién “Fama y
crédito en que estd uno por sus prendas y acciones.” Es cier-
to que se dice “reputacién de rico;” pero esta es una exten-
sién viciosa del uso vulgar del lenguaje, que no puede servir
para interpretar la ley; del mismo modo, el uso comtin admite
las expresiones “reputacién de picaro,” “reputacién de tonto.”
Reputacién es lo ‘que como tal define la Academia, y en
este sentido cualquiera expresién que la lastime, refiriéndose
4 una Sociedad mercantil, no hiere 4 ésta, que no tiene, ni
puede tener, “prendas personales,” sino 4 una 6 mis de las
personas, de los individuos que dirigen sus operaciones. Si de
la Sociedad en comandita formada por Pedro, comanditario
que puso capital y para nada interviene en las operaciones, y
Juan que dirige los negocios exclusivamente, se dice que la
Sociedad Juan y C? procede de mala fe en su comercio, la ac-
cién de difamacién corresponde 4 Juan, lastimado en su repu-
tacién de hombre honrado, y que es 4 quien evidentemente
se atribuye mala fe; en cuanto 4 Pedro, que no resiente més
perjuicio que el ataque al crédito de una negociacién, en cu-
yas utilidades tiene participio, es lastimado en su propiedad,
pero no en’su persona; no tiene la accién de difamacién, pero

st la que procede del ataque injusto al crédito mercantil y que’

examinaremos después. Por consiguiente, la accién de difa-
macién puede ejercitarse personalmente por Juan, pero no
por el representante de la Sociedad Juan y C?, que no tiene
personalidad para obrar en nombre de Juan por lo que toca
4 sus asuntos privados.

En las Compafiias anénimas la misma solucién es atin mis
evidente. Si de una se dice que estafa 4 los que con ella tra-
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tan, el calificativo de estafador no puede considerarse dirigido.
d cada accionista, sino 4 los directores, administradores 6 em-
pleados que intervienen en la operacién calificada de estafa.
Entonces, el representante de la persona moral no tiene per-
soneria para entablar la accién de difamacién, la tiene para acu-
sar por ataque al crédito (Delitos contra el comercio) porque
éste si dafia 4 toda la negociacién, 4 la propiedad de la perso-
na moral que representa.

Tratdndose de una compafifa colectiva, la difamacién diri-
gida al nombre comercial, afectarfa 4 cada uno de los socios:
sin embargo, la accién es personalisima y el apoderado de la
sociedad no podria representar 4 cada socio en la acusacidn.
Cada uno de éstos tendrfa 4 su favor la accién de difamacién,
pues para hacerla valer en su nombre particular, podria inten-
tarla uno y otro no; podrfa uno desistirse de la intentada con-
tinudndola otro; libertad necesaria de que no seria posible
hacer uso, si la sociedad, persona moral, pudiera hacer la acu-
sacién en su nombre colectivo,

Cuando una negociacién mercantil gira bajo un nombre par-
ticular, la negociacién y el individuo se confunden; la difama-
cién dirigida 4 la primera hiere forzosamente al segundo, sin
que pueda dudarse que 4 él se dirige, y por esto la accién co-
rresponde al comerciante.

Pero se presenta todavia una segunda cuestién que com-
prende 4 las compafifas y 4 las negociaciones en nombre de
uno solo. ¢Atacar el crédito de una negociacién, es difamar 4
los duefios de ésta? :

IT. La imputacién que dafia sélo el crédito de una negocia-
cién, sin lastimar la reputacién personal del negociante, no da
lugar 4 la accién de difamacién.

Para que haya lugar 4 ésta es preciso que la imputacién
produzca 4 una persona deshonra, descrédito, 6 la exponga al
desprecio de alguno. La honra y el crédito son enteramente
independientes; el desprecio social se declara contra el que no
tiene honra, pero no contra el que no tiene crédito mercantil,
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Un hombre muy honrado, muy honorable, muy rico en pren-
das personales (reputacién) si no tiene bienes y vive de lo poco
que le deje su trabajo personal, no tendré crédito en los bancos
ni en el comercio. Por el contrario, un hombre despreciado
por todos; un marido complaciente, sin honra ninguna, si tiene
un capital fuerte y ha cumplido siempre sus compromisos pe-
cuniarios, tendrd un gran crédito mercantil. Y es que la honra
se refiere 4 la estimacidn social, en tanto que el crédito se re-
laciona sélo con los intereses del comercio.

Claramente se ve que la palabra descrédito de que usa la ley
al definir la difamacién, se concreta 4 la pérdida de la estima-
cion social, y no 4 la del crédito mercantil. 1° Porque est4 aso-
ciada 4 las palabras deshonra y desprecio; 2° porque al decir la
ley “deshonra 6 descrédito, 6 exponerla al desprecio de algu-
no,” la coma ortografica divide el periodo exponiendo sélo dos
cosas distintas y confundiendo por sinonimia la deshonra y el
descrédito; 39 porque el titulo se refiere 4 los delitos contra la
reputacién, y el crédito mercantil no es parte de la reputacién
sino parte de la propiedad, puesto que el crédito es propie-
dad mercantil, que se compra y se vende.

III. El ataque al crédito mercantil cuando es injustificado,
es un delito contra el comercio y produce en favor del comer-
ciante una accién penal especial.

Esta solucién corrobora plenamente las que he dado 4 las
dos cuestiones anteriores, y demuestra la sabia prevencién de
nuestra ley penal. Ya el articulo 642 del Cédigo, establecié la
penalidad que corresponde al que atenta contra el crédito mo-
ral (reputacién) de una persona; ahora el art{culo 927 viene 4
establecer el castigo que ha de imponerse al que atenta contra
el crédito mercantil (propiedad) de una negociacién de comer-
cio. Comete este delito “‘el que divulgando hechos falsos & ca-
lumniosos 6 valiéndose de cualquiera otro medio reprobado
hace perder el crédito de una casa de comercio.”

Entre esto y la difamacién no hay semejanza ninguna; di-
versa clasificacién, diversa penalidad, condiciones enteramen-
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te distintas. Esta accién puede ser ejercitada por una negocia-
cién mercantil, porque es capaz de propiedad, segtn el Cédi-
go civil. ;

Pero la diferencia que resulta més en el ejercicio de las dos
diversas acciones, consiste en que en pro de los hechos impu-
tados por la difamacién no se admité prueba alguna; porque
puede difamarse con la verdad; en tanto que la imputacién
que afecta el crédito mercantil, cambia de delito en hecho lau-
datorio si los hechos imputados son ciertos.

Y no sélo es admisible la prueba, sino que no incumbe al
autor de una imputacién la obligacién de probar su exactitud.

Es condicién esencial para que haya delito, que los hechos
imputados sean falsos 6 calumniosos; en consecuencia, mien-
tras no esté probada, no podrd procederse contra el acusado,
porque faltard ]a base del procedimiento: la comprobacién del
cuerpo de delito. Esto se entiende salvo las reglas de procedi-
mientos en materia de pruebas.

&

Aplicando el estudio que precede al caso de que se trata, no
vacilo en deducir las consecuencias siguientes:

1? La Compafia de Seguros “La Mexicana,” no puede, en
su calidad de persona moral entablar la accién de difamacién
contra D. Carlos Valle.

2% “‘La Mexicana” no puede entablar la misma accién por
ataques 4 su crédito mercantil.

3% La accién que nace del articulo 927 del Cédigo Penal,
que puede ejercitar “La Mexicana,” debe basarse en hechos
falsos 6 calumniosos imputados por el Sr. Valle.

4* Este tendrd en tal caso el derecho de demostrar que los
hechos imputados son ciertos.

De vd. affmo. amigo y S. S.

E. RaABasa.

REV. DE LEG. Y JUR.—VIIL.-3.
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Opinién del Sr. Lic. Facinto Pallares.

Sr. Lic, Victor Manuel Castillo.

Presente en México, Noviembre 13 de 1894.

Estimado compafiera:

Se sirve vd. consultarme si los comentarios contenidos en
la quinta y sexta plana del periédico que se publica en Ve-
racruz bajo el titulo de Revista Veracruzana y los cuales
contienen apreciaciones sobre el estado 6 situacién mercantil
de la Sociedad anénima La Mexicana, pueden considerarse
como difamatorios y dar accién criminal al gerente de esa So-
ciedad para perseguir judicialmente por dicho delito al autor
6 autores de dichos comentarios. :

La resolucién del caso conduce forzosamente al estudio de dos
cuestiones distintas: Primera: ;Las personas morales son sus-
ceptibles legalmente de ser difamadas? Segunda: ;Los comen-
tarios contepidos en dicho periédico son difamatorios?

No es caso nuevo en el foro de la Repiiblica la iniciacién de
un proceso por difamacién 4 una persona moral, y aunque las
decisiones judiciales que sobre este punto se han dictado care-
cen de uniformidad, débese este resultado no 4 las dificultades
cientificas de la materia, sino 4 la perniciosa influencia de los
factores politicos cuyas exigencias no respetan ni la evidencia
de los textos legales, ni el apremio de razonamientos incontes-
tables, ni los dogmas clarisimos de nuestro derecho constitu-
cional. Cuando se ha presentado el caso ante los tribunales,
exento de esos elementos espiirios de la politica, han prevale-
cido los sanos principios de derecho penal, y estd reciente el
fallo pronunciado por el Juzgado 3° de lo Criminal de Guada-
lajara (26 de Agosto de 1891) resolviendo que “el articulo de-
nunciado no ataca la vida privada, porque los Ayuntamientos

LA DIFAMACION Y LAS PERSONAS MORALES. 35

no la tienen, puesto que todas sus funciones y actos llevan el
cardcter de publicos.”

Es cierto que un abogado jalisciense mirando una doctrina
de Ortolan y algunos articules del Cédigo penal * combatié Ia
legalidad del fallo aludido; pero también lo es que ni la doctri-
na de Ortolan, ni el articulo 659 del Cédigo penal, se compa-
decen con los preceptos inequivocos del derecho constitucio-
nal, ni con la naturaleza intrinseca del delito de difamacién.

Una persona moral es una ficcion juridica de devecho ctvil, es
decir, que en el lenguaje vulgar se llama generalmente persona
moral & todo ser capaz de derechos; en el lenguaje cientifico y
juridico sélo es y puede llamarse persona moral 4 los séres que
no siendo personas fisicas son susceptibles 6 capaces de derechos
czviles. Un tribunal es un sér organizado legalmente y capaz
de derechos, puesto que tiene derecho de fallar, de dictar apre=-
mios, de imponer penas y multas, etc., etc., y sin embargo no
es una persona juridica 6 moral en el sentido del art, 38 del
Cédigo Civil, porque no tiene capacidad para ejercer derechos
civiles. Lo mismo sucede con un batallén, con un cuerpo de
ejército, que bajo la organizacién que les da la ley, tienen de-
rechos en el orden administrativo y obligaciones que cumplir;
y sin embargo, no son personas morales 6 juridicas, porque
no tienen capacidad ¢7v7/, capacidad para ejercer derechos ci-
viles. Ahora bien, una sociedad anénima no es un Congreso,
no es un Tribunal, no es una corporacién que tiene una exis-
tencia real como cuerpo que ejerce funciones; es simplemente
una ficcidn juridica, y esta es su diferencia esencial, lo que la
distingue de las corporaciones. Estas son una realidad en el
mecanismo administrativo, son un grupo de personas defersmzi-
nadas, ejerciendo funciones determinadas, dotadas de poderes
determinados; aquellas, las sociedades anénimas, son personas
indeterminadas, que no ejercen funciones legales ningunas

1 Assi I’homme consideré individuelement les étres collectifs erigés parla bloi en personne
Juridique, car ces étres ont de droits dans lequels ils pourraint se frouver 1ésés-lés nations étran-
géres, IEtat. (Ortolan titulo 29 capitulo 39)




